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RAL-041-2021 

20 de diciembre de 2021 

 

Licda. Catalina Crespo Sancho 

Defensora de los Habitantes 

Licda. Ana Karina Zeledón 

Directora de Estudios Económicos y Desarrollo 

Defensoría de los Habitantes de la República de Costa Rica 

 

Asunto: Recurso de reconsideración contra el oficio No 14303-2021-DHR del 17/12/2021 

relacionado con el desvío de fondos del seguro IVM y otros asuntos, registro No 251996-2017-

SI del año 2017. 

 

Estimadas señoras: 

 

De conformidad con el artículo 22 de la Ley No 7319 “Ley de la Defensoría de los Habitantes de la 

República” me permito interponer recurso de reconsideración contra el oficio No 14303-2021-DHR del 

17/12/2021 relacionado con mi solicitud de intervención de esa Defensoría para que se investigue el 

desvío de fondos del seguro IVM y otros asuntos, registro No 251996-2017-SI, por las siguientes 

razones y motivos. 

Primero. En el oficio de la referencia esa Defensoría se limita a comunicar las consultas que le realizó 

a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) y las respuestas de la CCSS, sin que haya realizado 

ninguna investigación ni análisis independiente, serio y objetivo como en derecho corresponde, sobre 

la legalidad de las actuaciones de la CCSS sobre el desvío de más de un 7,5% sobre los salarios del 

Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM). 

“ARTICULO 1.- Atribución general. 

La Defensoría de los Habitantes de la República es el órgano encargado de proteger los 

derechos y los intereses de los habitantes. 

Este órgano velará porque el funcionamiento del sector público se ajuste a la moral, la 

justicia, la Constitución Política, las leyes, los convenios, los tratados, los pactos 

suscritos por el Gobierno y los principios generales del Derecho. Además, deberá 

promocionar y divulgar los derechos de los habitantes.” (Destacados se suplen) 

El incumplimiento de lo ordenado en ese artículo 1 constituye una falta al deber de probidad establecido 

en el artículo 3 de la “Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública Nº 

8422”. El artículo 1 de la Ley de esa Defensoría es claro en el sentido de que una de las principales 

funciones de esa Defensoría es velar que las actuaciones del sector público se realicen apegadas a la 
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constitución y a las leyes. En cuanto al desvío de fondos de IVM el párrafo tercero del artículo 73 de la 

Constitución Política ordena lo siguiente: 

“No podrán ser transferidos ni empleados en finalidades distintas a las que motivaron 

su creación, los fondos y las reservas de los seguros sociales.” 

En lo que se refiere a las notificaciones, la Ley No 7319 dice lo siguiente: 

“ARTICULO 23.- Notificaciones. 

La Defensoría de los Habitantes de la República notificará al interesado, al funcionario, 

a la autoridad o dependencia administrativa correspondientes, el resultado de sus 

investigaciones y las decisiones adoptadas dentro de su competencia. La respectiva 

notificación se realizará mediante un funcionario competente, quien tendrá el cargo de 

notificador, para todos los efectos, y deberá llevar un libro de registro en el que se dejará 

constancia de todas las diligencias realizadas.” (Destacados míos) 

Obsérvese que en el oficio que me notificaron y que impugno no hay ningún resultado de las 

investigaciones; como repito, se limitaron a transcribir notas y respuestas, sin que esa Defensoría 

hiciera gala de las potestades que la Ley le otorga. 

 

Segundo. En relación con lo anterior, se observa que en el oficio que se cuestiona, esa Defensoría 

dedica 15 páginas para realizar citas textuales de preguntas que le realizó a la CCSS y de las 

respuestas que recibió y al final se limita a decir lo siguiente en un único párrafo: 

“

” 

Como queda claro, esa Defensoría no realizó ningún análisis ni investigación de la denuncia principal 

realizada por el suscrito, como es el desvío de fondos de los seguros sociales para otros fines no 

autorizados por la Constitución Política y las leyes No 17, No 5349 y No 5905.  El análisis de la legalidad 

de ese desvío de fondos no tiene nada que ver con una “segunda etapa de análisis de las propuestas 

para fortalecer el Régimen IVM” y entre más tiempo se tarde en reintegrarle a IVM los fondos que le 

han desviado y que le siguen desviando, peor será la situación financiera y actuarial de dicho seguro, 

lo cual tendrá un mayor impacto en la afectación de los actuales y futuros pensionados de IVM.  

Por otro lado, esa Defensoría de los Habitantes no está en la obligación de plegarse a las decisiones 

que tomen los entes u oficinas administrativas públicas, en este caso, la Gerencia de Pensiones de la 

CCSS, pues en tal sentido el artículo 2 de la Ley de esa Defensoría dice lo siguiente: 
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“ARTICULO 2.- Independencia. 

La Defensoría de los Habitantes de la República está adscrita al Poder Legislativo y 
desempeña sus actividades con independencia funcional, administrativa y de 
criterio. 

La Asamblea Legislativa evaluará, anualmente, el funcionamiento de la Institución, 
mediante el informe presentado por ese funcionario, el cual se conocerá y discutirá 
en el capítulo que se establezca en el Reglamento de Orden, Dirección y Disciplina 
Interior de la Asamblea Legislativa.” (Destacados míos) 

De esta manera, en el oficio que se impugna, no consta ningún análisis objetivo de esa Defensoría, que 

aclare técnica y legalmente, si existe o no existe el desvío de fondos de IVM, ni tampoco sobre la 

legalidad de tales desvíos. 

 

Tercero. Consta en el oficio que se cuestiona que la solicitud de intervención de esa Defensoría la 

realicé el 17 de diciembre de 2021; es decir, hace CUATRO AÑOS. En tal sentido, el artículo 17 de la 

Ley de esa Defensoría dispone lo siguiente: 

“2.- La intervención de la Defensoría de los Habitantes de la República debe darse 

dentro del plazo de un año, contado a partir del momento en que el interesado 

tuvo conocimiento de los hechos. No obstante, tendrá amplia discrecionalidad para 

aceptar reclamos o quejas aun fuera de ese plazo si, a su juicio, considera necesaria su 

intervención.” (Destacados míos) 

Lo anterior a pesar de que la Ley No 7319 dota a esa Defensoría, no solo de las herramientas legales 

necesarias para una gestión objetiva e independiente, sino que también en el artículo 29 le define el 

presupuesto necesario para que ejerza sus funciones me manera expedita, presupuesto que para el 

año 2021 fue de aproximadamente ₡6.000.000.000,00 

Dado lo anterior, respetuosamente solicito no archivar el expediente, ni concluir la intervención de la 

Defensoría de manera improcedente e injustificada. En su lugar, pido realizar la investigación y el 

análisis técnico jurídico legal sobre la legalidad de que la CCSS esté desviando más de un 7,5% sobre 

los salarios para otros fines no autorizados por el artículo 73 de la Constitución Política de la República 

de Costa Rica. 

Favor enviarme notificaciones al correo: rariaslopez@gmail.com  

 

Cordialmente, 

 

 

 

Rodrigo Arias López 

Cédula 601450985 

mailto:rariaslopez@gmail.com

